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                                                                                                                                   CONCEPTO N° 5002

Bogotá, D.C.,   (Fechado 2 AGO. 2010)
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 1616 (parcial) del Código Civil.


Demandante: Enrique Javier Correa de la Hoz, Daljaira Diazgranados Vuelvas, Arlys Romero Pérez y Miguel Cruz.

Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva.

Expediente D-8146.

Concepto No. 5002.
De conformidad con lo previsto en los artículos 242, numeral 2º, y 278, numeral 5º, de la Constitución Política, rindo concepto en relación con la demanda instaurada ante esa Corporación por los ciudadanos Enrique Javier Correa de la Hoz, Daljaira Diazgranados Vuelvas, Arlys Romero Pérez y Miguel Cruz, quienes en ejercicio de la acción pública de inconstitucionalidad prevista en el artículo 241 de la Carta, solicitan a la Corte declarar la inexequibilidad de la expresión subrayada del artículo 1616 del Código Civil, cuyo texto es el siguiente: 

ARTICULO 1616. <RESPONSABILIDAD DEL DEUDOR EN LA CAUSACION DE PERJUICIOS>. Si no se puede imputar dolo al deudor, solo es responsable de los perjuicios que se previeron o pudieron preverse al tiempo del contrato; pero si hay dolo, es responsable de todos los perjuicios que fueron consecuencia inmediata o directa de no haberse cumplido la obligación o de haberse demorado su cumplimiento. 

La mora producida por fuerza mayor o caso fortuito, no da lugar a indemnización de perjuicios. 
Las estipulaciones de los contratantes podrán modificar estas reglas.
1. Planteamientos de la demanda.
Los actores consideran que la disposición acusada vulnera el preámbulo y los artículos 1º, 2º, 13, 58, 228 y 250 de la Carta, al limitar la indemnización de perjuicios a cargo del deudor, cuando no haya procedido con dolo. Aducen que la distinción entre el deudor cuya conducta es dolosa y el deudor cuya conducta es culposa, no es constitucional, pues en ambos casos, siendo el acreedor la víctima del incumplimiento, la reparación debe ser integral. Para reforzar su discurso, traen a colación lo que se ha dicho sobre la reparación integral a la víctima, en particular la Sentencia del 5 de noviembre de 1998 de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, y las Sentencias C-163 de 2000 y C-916 de 2002 de la Corte Constitucional. 
2.  Problema jurídico.
Corresponde establecer si el artículo 1616 del Código Civil, al determinar que si no es posible atribuir dolo al deudor, éste sólo es responsable de los perjuicios que se previeron o se pudieron preverse al tiempo del contrato, vulnera el preámbulo y los artículos 1º, 2º, 13, 58, 228 y 250 de la Carta Política.
3. Análisis jurídico.
Las expresión acusada se encuentra en el Libro IV del Código Civil, “De las obligaciones en general y de los contratos”, en el Título XII relativo a “El efecto de las obligaciones”, en el artículo 1616, que regula los “Perjuicios que debe sufragar el deudor incumplido”.
La expresión acusada establece el alcance de la responsabilidad del deudor incumplido respecto del acreedor, en dos hipótesis, a saber: i) si el deudor actúa sin dolo, sólo es responsable de los perjuicios directos que se previeron o pudieron presumirse al tiempo del contrato; ii) si el deudor actúa con dolo, es responsable de todos los perjuicios que fueron consecuencia inmediata o directa de no haberse cumplido la obligación o de haberse demorado su cumplimiento.
La expresión aludida se circunscribe de manera rigurosa al pago de perjuicios en caso de incumplimiento de un contrato regido por el Código Civil. Este es el contexto en el cual debe analizarse. No es posible equiparar, como lo pretende la demanda, la responsabilidad de una de las partes de un contrato, en este caso el deudor, con la responsabilidad que surge por la comisión de un delito. En el primer caso se trata del incumplimiento de una obligación que nace del acuerdo de voluntades entre las partes, quienes de manera libre consienten en regular su conducta. En el segundo se trata de un hecho ilícito y punible, causado por el autor del delito a otra persona, que es la víctima. 

La Corte, en la Sentencia C-409 de 2009, precisa el contexto adecuado para la reparación integral, que es el de la responsabilidad delictual o extracontractual, si la conducta que genera el daño es un delito, al decir: 

(…) integran el concepto de reparación integral, no sólo la indemnización pecuniaria fruto de la responsabilidad civil reconocida como consecuencia del daño causado por el delito, reparación en sentido lato, sino cualesquiera otras expresiones que contengan la verdad y la justicia, así como las actuaciones que de modo razonable reclame la víctima del sujeto penalmente responsable, en cuanto forma de cubrir el perjuicio moral y material que ha sufrido.

De otra parte, la ley civil es por regla general supletiva de la voluntad de las partes, mientras que la ley penal siempre es de orden público. Las reglas sobre la responsabilidad del deudor incumplido, al tenor del inciso final del artículo 1616, pueden ser modificadas por las partes, valga decir, los contratantes pueden señalar otro tipo de responsabilidad, e incluso hacer una estimación anticipada de la cuantía de la misma, al convenir una cláusula penal. Las reglas de responsabilidad del victimario, en el caso de un delito, no pueden ser modificadas por las partes para, por ejemplo, acordar de manera anticipada que la conducta delictiva no compromete la responsabilidad del victimario, a para tasar, también de manera anticipada, la cuantía de la correspondiente reparación.

El considerar que el acreedor, cuyo crédito no es satisfecho de manera oportuna por el deudor incumplido, sea una víctima, no parece ser un juicio razonable. No parece serlo, porque la conducta del deudor, al incumplir con sus obligaciones contractuales, no es en sí misma un delito o un crimen. Tampoco parece serlo, porque la mera afectación en el patrimonio del acreedor, que el incumplimiento del deudor ocasiona, no lo convierte en una víctima de un hecho delictivo.

El legislador, en ejercicio del principio de libre configuración de la ley, puede decidir, como lo hace en este caso, de manera supletiva a lo que convengan las partes, diferenciar la responsabilidad del deudor, a partir de si el incumplimiento es imputable a su dolo o a su culpa. Esta diferencia, en razón del contexto en el que se establece, que no es otro que el de los contratos regidos por el Código Civil, no puede desplazarse para, como lo pretende la demanda, aplicar el régimen de responsabilidad de orden público, que es propio del derecho penal, en el cual sí existen víctimas.

Incluso en el caso de que el incumplimiento del deudor fuese imputable a su conducta dolosa, de ello no se sigue de manera necesaria que el acreedor sea víctima de un delito, ni que el deudor sea responsable en términos penales. Para que la responsabilidad penal se configure no basta con el dolo, o elemento de culpabilidad, sino que se requiere de otros elementos como la tipicidad y la antijuridicidad. No toda conducta dolosa es delito, ni toda obligación contractual incumplida produce víctimas. 
La prisión por deudas, valga decir, el delito de incumplir contratos, ha sido superada por la civilización y por el derecho hace muchos años. En este mismo sentido, puede decirse que el acreedor en un contrato no es, ni puede ser, víctima del incumplimiento del deudor. El acreedor se perjudica con dicho incumplimiento, que produce un daño en su patrimonio, el cual, debe ser resarcido por el deudor, conforme a los parámetros de la expresión legal acusada. Si el acreedor aspira a obtener una indemnización superior a la que resulta de las reglas establecidas por la ley civil, puede convenir otra cosa con el deudor en el contrato, siempre y cuando lo convenido no sea contrario a normas superiores de orden público.
4. Conclusión.
En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte declarar exequible la expresión “Si no se puede imputar dolo al deudor, solo es responsable de los perjuicios que se previeron o pudieron preverse al tiempo del contrato; pero si hay dolo, es responsable de todos los perjuicios que fueron consecuencia inmediata o directa de no haberse cumplido la obligación o de haberse demorado su cumplimiento”, contenida en el artículo 1616 del Código Civil.
Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
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